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Dictamen de la Procuración General:


El Tribunal del Trabajo n° 2 de San Nicolás de los Arroyos rechazó la demanda promovida por Mateo Juan Bonkovic contra Somisa, haciendo, en cambio, lugar a la acción incoada contra Siderar S.A.I.C., a quien condenó a pagar al actor la suma que fija en concepto de indemnización por enfermedad accidente (fs. 604/620 vta.).


La parte actora y la codemandada Siderar S.A.I.C. impugnaron dicho pronunciamiento mediante recursos extraordinarios de inaplicabilidad de ley, deduciendo también esta última recurso extraordinario de nulidad (v. escritos de fs. 624/625 vta. y fs. 628/274), único sobre el que dictaminaré, seguidamente, atento la vista que recibo en fs. 689.


I. Con denuncia de violación de los arts. 168 y 171 de la Constitución provincial; 44 inc. "d" y 47 de la ley 11.653 y 34 y 163 del Código Procesal Civil y Comercial y luego de la genérica invocación relativa a la falta de acuerdo en los votos emitidos por los miembros del tribunal actuante, al vicio de contradicción y a dificultades para establecer con claridad la mayoría de opiniones, el recurrente concreta los siguientes agravios:


a) vulneración de la garantía del debido proceso de raigambre constitucional, al no abordar el juzgador una cuestión esencial, como, en su concepto, lo es, el invocado esquema específico de privatización de la ex-Somisa diseñado a través de los decretos 1105/89; 1144/92, 1803/92 y 1924/92 que fueron ratificados por la ley 25.148 de carácter especial y posterior al art. 2° de la ley 24.028.


Sostiene, sobre el tópico, que las razones brindadas por el sentenciante para desechar la aplicabilidad de la referida normativa -cuyo apartamiento reprocha puesto que, en su criterio, desplazan el esquema de responsabilidad laboral del art. 2° de la ley 24.028 actuado en el fallo-, se hallan teñidas de absurdidad y arbitrariedad, al par que alteran el principio de congruencia, en tanto la validez de las mismas ni siquiera ha sido cuestionada por la adversaria.


Explica, a continuación, la operatividad de las disposiciones legales antes citadas para concluír en que su representada Siderar S.A.I.C. no pudo ser válidamente responsabilizada por las obligaciones laborales nacidas con anterioridad a la privatización de Somisa aún cuando las mismas se hayan exteriorizado con posterioridad a la misma.


b) Media contradicción entre las conclusiones sentadas en el veredicto y la decisión arribada en la sentencia, habida cuenta que en el primero de dichos actos procesales se describieron las tareas realizadas por el actor tanto para Somisa como para su mandante determinándose la existencia de relación causal entre éstas y alguna de las dolencias incapacitantes reclamadas, para luego en la etapa de sentencia incurrir en el error de rechazar la acción contra Somisa exonerándola de toda responsabilidad bajo el argumento de que el daño se consolidó al tiempo de desempeñarse el actor bajo las órdenes de su representada.


A ello agrega que esta última afirmación no tiene sustento en las constancias obrantes en el expediente, a más de contradecir las circunstancias establecidas en el fallo de los hechos, que describe.


Finaliza su presentación, enunciando las cuestiones cuya atingencia para la resolución de la controversia imponían que fueran abordadas por el juzgador de mérito.


II. La queja, en mi opinión, no puede prosperar.


Me he extendido en reseñar las alegaciones desarrolladas en el libelo de protesta, en la seguridad de que su sóla lectura bastará para advertir que no es la preterición en el tratamiento de cuestiones esenciales lo que motiva el alzamiento del quejoso, sino la forma o modo en que las mismas han sido encaradas y resueltas por el juzgador de origen, agravio éste que -como es sabido- no puede ser canalizado por el carril extraordinario de nulidad sino por el de la inaplicabilidad de ley.


En ese sentido, ese Alto Tribunal ha sostenido en reiteradas ocasiones que el vicio que se corrige a través del recurso de nulidad es la omisión de tratamiento de una cuestión esencial y no la forma de encararla o el acierto jurídico de la decisión recaída a su respecto (conf. S.C.B.A. causas L.46.382, sent. del 2-VII-1991; L.52.597, sent. del 4-X-1994) ya que la imputación de errores "in iudicando" es ajena al ámbito de actuación propio de dicho remedio  procesal, como también lo es la eventual transgresión de la regla de congruencia y de preceptos de índole procesal (conf. S.C.B.A. causas L.68.063, sent. del 21-VI-2000 y L.72.299, sent. del 28-II-2001).


Importa asimismo recordar una vez más que la configuración de los vicios de contradicción, absurdo y arbitrariedad, como los que se le endilgan a la sentencia apelada, tampoco puede ser atendida en casación a través de la vía de nulidad intentada (conf. S.C.B.A. causas L.76.470, sent. del 18-VI-2003; L.78.827, sent. del 1-IV-2004; Ac.82.961, sent. del 11-IX-2002 y Ac.79.592, sent. del 24-IX-2003).


Solo me resta señalar, para concluír, que no encuentro comprometida en la especie la mayoría de opiniones impuesta por el art. 168 de la Carta provincial como condición de validez de los pronunciamientos judiciales.


III. Considero que lo hasta aquí expresado es suficiente para aconsejar a V.E. que rechace el recurso extraordinario de nulidad traído a su conocimiento.


La Plata, 29 de octubre de 2004 - Juan Angel de Oliveira
A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 14 de julio de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Kogan, Genoud, de Lázzari, Negri, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 89.387, "Bonkovic, Mateo Juan contra SIDERAR S.A.I.C. y otras. Accidente de trabajo, etc.".

A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 2 de San Nicolás hizo lugar parcialmente a la demanda interpuesta, imponiendo las costas del modo como especifica (fs. 604/620 vta.). 

La parte actora y la codemandada Siderar S.A.I.C. dedujeron sendos recursos extraordinarios de inaplica-bilidad de ley y, por su parte, esta última interpuso recurso extraordinario de nulidad (fs. 624/625 vta. y 628/674).

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S

1ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de nulidad interpuesto por la parte demandada a fs. 628/645?

Caso negativo:

2ª. ¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido por la parte actora a fs. 624/625 vta.?

3ª. ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar respecto del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley incoado a fs. 645/674?

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión planteada, la señora Jueza doctora Koganá dijo:

I. En lo que interesa, el tribunal del trabajo interviniente admitió la demanda promovida por Mateo Juan Bonkovic contra Siderar S.A.I.C. en concepto de indemnización por enfermedad accidente en los términos de la leyá 24.028. Rechazó, en cambio, la acción incoada contra la codemandada Somisa (fs. 604/620).

II. Contra dicho pronunciamiento, la codemandada Siderar S.A.I.C. dedujo recurso extraordinario de nulidad en el que denuncia la violación de los arts. 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 34 y 163 del Código Procesal Civil y Comercial; 44 inc. "d" y 47 de la ley 11.653 y 14, 16, 17, 18, 28, y 33 de la Constitución nacional (fs. 628/645). 

Alega el recurrente que en el fallo de grado no existe acuerdo en los votos emitidos por los magistrados del tribunal, resultando dificultoso ‑a su juicio‑ establecer con claridad la mayoría de opiniones. 

Sostiene que el sentenciante de origen omitió tratar una cuestión que califica como esencial, cual es, en su visión, el esquema de privatización de la "ex‑Somisa", reglado a través de los decretos 1105/1989, 1144/1992, 1803/1992 y 1924/1992 que fueran ratificados por la ley 25.148 de carácter especial. 

Afirma, sobre el tópico, que el juzgador de grado al desechar la aplicación de las evocadas normas ‑las que, en su opinión, desplazan el esquema de responsabilidad establecido en el art. 2 de la ley 24.028‑ incurrió en el vicio de absurdo y arbitrariedad, alterando el principio de congruencia, en tanto la validez de aquéllas no fue objetada por la parte contraria. 

Y en este sentido, despliega los argumentos por los cuales las mencionadas disposiciones legales resultarían operativas, expresando que Siderar S.A.I.C. no puede responsabilizarse por obligaciones laborales originadas con anterioridad a la privatización de la empresa Somisa, aún cuando ellas se hubieran exteriorizado posteriormente.

Aduce, también, que en el fallo de los hechos el sentenciante describió las tareas realizadas por el demandante para ambas accionadas, ocasión en la que estableció que existía relación de causalidad entre aquéllas y las dolencias incapacitantes reclamadas. Sin embargo, y contrariando lo sostenido en esa oportunidad, en la sentencia rechazó la acción contra la codemandada Somisa argumentando que el daño se consolidó tiempo después, cuando el trabajador se desempeñaba para su representada. Agrega, además, que lo decidido no encuentra sustento en las constancias de la causa. 

III. En coincidencia con lo dictaminado por el señor Subprocurador General (fs. 690/692), considero que el recurso no puede prosperar.

Ello así pues, en verdad, a través del remedio procesal en examen, el quejoso manifiesta su disconformidad con el modo en que fueron abordadas y resueltas por el tribunal de grado las cuestiones sometidas a juzgamiento, planteando ‑en definitiva‑ el desacierto jurídico de la decisión. 

Tiene dicho esta Corte que el vicio que se corrige mediante el recurso extraordinario de nulidad es la omisión de tratamiento de una cuestión esencial, pero no a la forma en que fue resuelta por el tribunal de grado (conf. causas L. 71.273, "Cosatti", sent. del 4‑IV‑2001; L. 84.066, "Moraña", sent. del 29‑X‑2003; L. 83.618, "Yunes", sent. del 4‑VII‑2007, entre otras) ya que el análisis de presuntos errores in iudicando resulta ajena al acotado ámbito del referido medio de impugnación, como también lo es la supuesta vulneración del principio de congruencia y la eventual transgresión de preceptos de índole procesal y de la Constitución nacional (conf. causas L. 68.063, "Montovio", sent. del 21‑VI‑2000; L. 77.981, "Fenestraz", sent. del 11‑V‑2005; L. 82.468, "Brauton", sent. del 9‑XI‑2005, entre otras). 

Igualmente extrañas resultan las denuncias vinculadas con la consumación en el fallo de los vicios de arbitrariedad y contradicción como las formuladas por el recurrente (conf. causas L. 76.470, "Sucatti", sent. del 18‑VI‑2003; L. 83.583, "Aguirre", sent. del 24‑IX‑2003; L. 78.827, "Sánchez", sent. del 1‑IV‑2004).

Resta señalar que, no se encuentra comprometida en la especie la mayoría de opiniones impuesta por el art. 168 de la Constitución provincial como condición de validez de los pronunciamientos judiciales.

IV. En virtud de lo expuesto, corresponde rechazar el recurso extraordinario interpuesto, con costas (art. 298, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Genoud, de Lázzari, Negri y Pettigiani, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votaron la primera cuestión también por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

I. En lo que interesa, el tribunal del trabajo consideró ‑por mayoría‑ que la indemnización del art. 8 de la ley 24.028, estimada en la suma de $ 37.220,06 debía reducirse por aplicación del tope establecido en la citada norma al importe de $ 23.270, por cuanto al momento de consolidación del daño se hallaba vigente la convertibilidad monetaria (fs. 615 vta./618 vta.). 

II. Contra esa decisión, interpone la parte actora recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 624/625 vta.) en el que sostiene que "se ha violado o aplicado erróneamente la ley o doctrina legal" pues, según las razones que expuso el juez que votóáen minoría, el monto de la indemnización establecida en la sentencia     ($ 23.270, 50) debió fijarse en dólares y no en pesos, atento que el "tope vigente (de la ley 24.028) a la fecha de consolidación del daño no fue modificado por la legislación" (sic. fs. 625).

III. El recurso, en mi opinión, no puede prosperar atento a su manifiesta insuficiencia técnica (art. 279, C.P.C.C.).

Sabido es que la suficiencia de la postulación recursiva dependerá de que se baste a sí misma para que de su lectura pueda advertirse el error en la aplicación de la ley o de la doctrina legal. Ello exige, entonces, una crítica concreta, directa y eficaz de las conclusiones definitorias de la sentencia recurrida, cuya demostración incumbe ‑de modo exclusivo y excluyente‑ a quien acude a la senda recursiva (conf. causas L. 85.307, "Páez", sent. del 19‑VII‑2006; L. 93.599, "Garay", sent. del 27‑IX‑2006; L. 89.225, "Horbus", sent. del 7‑III‑2007).
En la especie, la sola transcripción del voto del magistrado que quedó en minoría no constituye un medio eficaz de impugnación, ni sustento válido del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (conf. causas L. 74.641, "Lodeiro", sent. del 18‑XII‑2002; L. 76.695, "Listrani", sent. del 18‑VI‑2003; L. 76.779, "Capitani", sent. del 6‑VIII‑2003, entre otras). 
En efecto, la postulación recursiva no satisface siquiera mínimamente los recaudos insoslayables establecidos por la norma reguladora del medio impugnatorio intentado.

Ha sostenido reiteradamente esta Corte que es insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que omite la imprescindible denuncia de violación de las normas legales correspondientes, sin que la Suprema Corte pueda suplir de oficio, por inferencia o interpretación la cita de los preceptos legales que debió efectuar el recurrente para sustentar su impugnación (conf. causas L. 84.069, "Beterete", sent. del 14‑IX‑2005; L. 90.567, "B., T.", sent. del 9‑VIII‑2006; L. 89.356, "Ramis", sent. del 4‑VII‑2007; entre otras). 

IV. Por lo dicho, el recurso interpuesto debe rechazarse. Con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Genoud, de Lázzari, Negri y Pettigiani, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votaron la segunda cuestión también por la negativa.

A la tercera cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

I. En lo que resulta de interés, el tribunal del trabajo interviniente juzgó acreditado que las dolencias padecidas por Bonkovic ‑hipertensión arterial, necrosis de cadera, hipoacusia perceptiva bilateral, artrosis columnaria y patología discal herniaria‑ estaban relacionadas concausalmente con las modalidades y condiciones en que desarrollaba sus tareas para las demandadas. 

Asimismo, estableció ‑por mayoría‑ que la fecha de consolidación del daño y la toma de conocimiento de su déficit laboraládebía fijarse al momento del cese de su vinculación laboral con Siderar S.A.I.C, esto es el 27 de mayo de 1994.

Ya en la sentencia, y luego de considerar aplicable al caso la ley 24.028, declaró que resultaba improcedente la acción incoada contra Somisa, en la inteligencia que si bien las afecciones del actor pudieron haberse originado por las tareas desplegadas para esa empresa, la consolidación del daño, al cabo, se produjo durante la vigencia de su relación laboral con Siderar S.A.I.C., a quién condenó al pago de la suma de $ 23.270 que ‑por mayoría‑ estableció en concepto de indemnización por enfermedad accidente, según los términos del art. 8 de la ley 24.028. 

II. Contra dicho pronunciamiento, la codemandada Siderar S.A.I.C. dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia la violación de los arts. 44 inc. "d" y 47 de la ley 11.653; 163 inc. 6º; 473 y 474 del Código Procesal Civil y Comercial y de la doctrina legal que cita (fs. 645/674).

En sustancia, alega que la decisión a la que arribó el a quo proviene de una valoración absurda de las constancias de la causa y de la prueba adquirida durante la sustanciación del proceso, en especial, la pericial médica.

Sobre tal base, controvierte el tratamiento asignado a las relaciones laborales habidas entre el trabajador y los codemandados de autos; las conclusiones relativas al modo en que el dependiente prestó servicios para ambas empresas, y ello, en su vinculación con la incapacidad originada por las afecciones invocadas al demandar que, también, censura. Reprocha, asimismo, la determinación de la fecha de toma de conocimiento fijada por el sentenciante respecto a la minusvalía física del trabajador.

Finalmente, con cita de los arts. 509 y 622 del Código Civil, se agravia el recurrente por la aplicación de los intereses a la "tasa activa", pues ‑en su visión‑ ello constituye una forma de indexar que conculca las previsiones contenidas en las leyes 23.928 y 25.561, como así también la doctrina legal de esta Corte que individualiza a fs. 673 vta.

III. El recurso, en mi opinión, admite una procedencia parcial.

1. Resulta prioritario destacar que el valor de lo cuestionado ante esta instancia no supera el monto mínimo establecido por el art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial, razón por la cual la admisibilidad del recurso sólo podrá justificarse en el marco de la excepción prevista en el art. 55 de la ley 11.653. 

Ante dicho cometido, es dable señalar que esta particular habilitación de la instancia revisora se configura cuando este Tribunal ha establecido una doctrina mediante la interpretación de las normas legales que rigen la relación debatida en una determinada controversia y la decisión recurrida transgrede, precisamente, tal doctrina en un caso similar (conf. causas L. 81.392, "Ferreyra", sent. del 2‑V‑2002; L. 80.238, "Fernández", sent. del 12‑V‑2004; L. 86.590, "Herrera", sent. del 14‑II‑2007, entre otras).

2. a. En este contexto, no advierto configurada en la especie, la situación de excepción que recepta el primer párrafo del art. 55 de la 11.653, respecto de las cuestiones de hecho y prueba que trae el impugnante, ajenas por definición, al ámbito de la casación por la vía indicada, como lo son, las vinculadas a la valoración de la prueba, la determinación del tipo de tareas que realizaba el actor, la existencia de nexo de concausalidad entre aquéllas y las dolencias invocadas, así como lo relativo al grado de incapacidad que generan y la fecha en que tomó conocimiento de las mismas (conf. causas Ac. 65.242, "González", int. del 23‑IX‑1997; Ac. 65.501, "Villanueva", int. del 30‑IX‑1997; Ac. 81.809, "Gallay", int. del 19‑VI‑2002; L. 83.610, "Gómez", sent. del 22‑XI‑2006; Ac. 98.728, "Córdoba", int. del 7‑II‑2007).

b. Distinta suerte ha de correr en cambio, el agravio por el que se cuestiona la tasa de interés aplicada por el órgano judicial de grado, toda vez que ‑por los motivos que seguidamente expondré‑ se advierte infraccionada la doctrina legal que cita el recurrente.

En dicho sentido, y para fundar mi decisión, remito al criterio sentado por esta Suprema Corte al fallar en la causa L. 94.446, "Ginossi" (sent. del 21‑X‑2009), oportunidad en la cual adherí a la solución propuesta por los doctores Genoud y Soria.

Allí señalé que la cuestión a resolver se hallaba vinculada a la determinación de la tasa de interés moratorio que ‑como lo habían indicado mis colegas‑ no constituye un rubro indemnizatorio ni debe ser acreditado. De allí que la decisión trasciende una mera cuestión de hecho pues involucra la recta interpretación del art. 622 del Código Civil.

En efecto, tales accesorios son por definición, conforme la doctrina y jurisprudencia mayoritaria, la consecuencia necesaria e inmediata del incumplimiento en tiempo oportuno de la obligación a cargo del deudor, y por ello tienen por objeto resarcir el lucro que el acreedor hubiera obtenido de haber podido realizar una inversión que le generara una renta.

En este contexto soy de la opinión que la tasa pasiva resulta razonable para tal propósito y es suficiente para reparar dicho menoscabo.

IV. Asimismo, en la referida causa "Ginossi" compartí que la selección que esta Suprema Corte efectúe de la tasa de interés antes mencionada y que constituye la doctrina legal en los términos del art. 161 de la Constitución provincial tiene por finalidad uniformar la jurisprudencia, a la vez que contribuye a la previsibilidad que las sentencias deben brindar a los litigantes y, en definitiva procura afianzar la seguridad jurídica que la sociedad toda demanda.

V. Por lo expuesto, corresponde hacer lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido, y revocar la sentencia de grado en lo concerniente a la tasa de interés que declaró aplicable a partir del 1 de enero de 2002, los que han de liquidarse a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósitos a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación.

En el tribunal de origen deberá practicarse nueva liquidación, con arreglo a lo aquí decidido.

Costas por su orden (art. 289 C.P.C.C.).

Con el alcance señalado, voto por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto de la doctora Kogan, y en lo concerniente al tópico vinculado a la tasa de interés aplicable, me remito a las consideraciones que he vertido al sufragar en la causa L. 94.446, "Ginossi" (sent. del 21‑X‑2009).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:

I. Adhiero a la solución propuesta en el voto de la doctora Kogan, aunque en lo concerniente a la tasa de de interés aplicada por el tribunal de origen lo hago por los siguientes fundamentos.

II. He sostenido recientemente (a partir de las causas L. 94.446, "Ginossi" y C. 101.774, "Ponce", ambas sents. del 21‑X‑2009), que el art. 622 del Código Civil otorga a los jueces la facultad de determinar, si no los hubieran convenido las partes ni se hubiese fijado uno legal, los intereses ‑o la tasa según la cual se han de calcular‑ que habrá de producir cierto capital. 

Agregué que esa discrecionalidad que se autoriza debe ser ejercida prudentemente, atendiéndose ‑antes que a criterios bancarios o mercantiles‑ al armónico juego de diversos principios: la compensación que debe recibir el acreedor, el peligro de provocar un enriquecimiento sin causa, las reglas de moral y buenas costumbres, y el plexo de valores implícito en los arts. 953 y 954 del Código Civil, etc. A la vez, con la fijación de los intereses no se intentará corregir la depreciación monetaria o subsanar los efectos de la crisis económica (causa B. 49.193 bis, "Fabiano"; sent. int. del 2‑X‑2002), ni tampoco se establecerán tasas tan excesivas o tan escasas que la función de los intereses quede desnaturalizada, porque ello resultaría un absurdo en los términos en que lo ha definido desde siempre esta Corte y, eventualmente, una arbitrariedad en la concepción de la Corte Suprema de la Nación.

En esos precedentes también admití que mi postura implicaba un apartamiento de la doctrina fijada por esta Suprema Corte (a partir de la causa Ac. 43.448, "Cuadern", sent. del 21‑V‑1991) según la cual los intereses compensatorios deben ser calculados a la tasa pasiva usada por el Banco de la Provincia de Buenos Aires, fundando tal apartamiento en que, de seguir sosteniéndose aquel criterio, se incurriría en notoria contradicción: no puede declararse que los jueces tienen la facultad de fijar las tasas con que se calcularán los intereses y, al mismo tiempo, disponer que deben acatamiento al tipo que usa este Tribunal. Ante ello, como también lo hiciera el doctor Hitters en las causas ya señaladas, consideré necesario modificar la doctrina legal vigente, recalcando que la determinación de la tasa de interés es propia de los jueces de grado, quienes deberán ejercer prudentemente y dentro de los límites señalados, la discrecionalidad que les ha sido autorizada.

III. La postura que sustenté ha resultado minoritaria, ratificándose por la mayoría de esta Suprema Corte la doctrina según la cual los intereses moratorios deben ser calculados a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigente al inicio de cada uno de los períodos comprendidos y, por aquellos días que no alcance a cubrir el lapso señalado, el cálculo será diario con igual tasa.

Ante ello, puesto que uno de los objetivos del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley es procurar la unidad en la jurisprudencia, ante la reiteración de los pronunciamientos habidos sobre el tema y a tenor de lo prescripto por el art. 31 bis de la ley 5827 (y dejando siempre a salvo mi opinión al respecto), corresponde declarar que la sentencia atacada viola la doctrina legal ratificada a partir de las causas señaladas al principio.

En mérito a lo expuesto deberá hacerse lugar al recurso extraordinario deducido por la codemandada, y modificarse la sentencia recurrida en el sentido de que los intereses que se cargan sobre el capital deberán ser calculados de la forma antes señalada. Las costas se impondrán a la actora (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.)

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

Adhiero al voto de la doctora Kogan, y para fundar la procedencia del agravio dirigido a cuestionar la tasa de interés aplicada por el tribunal de origen al capital de condena, remito ‑en honor a la brevedad‑ a lo oportunamente expresado en la causa L. 94.446, "Ginossi" (sent. del 21‑X‑2009).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo: 

Adhiero al voto de la doctora Kogan, y en lo que respecta al planteo destinado a cuestionar la tasa de interés dispuesta por el sentenciante, le asiste razón al recurrente en cuanto se ha violado la doctrina legal al respecto para lo cual me remito ‑por razones de brevedad‑ a los argumentos que he desarrollado al votar en el precedente de este Tribunal registrado como L. 94.446 ("Ginossi", sent. del 21‑X‑2009).

Con el alcance indicado voto por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se rechaza el recurso extraordinario de nulidad; con costas (art. 298, C.P.C.C.). Respecto del recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto a fs. 624/625 vta. también se lo rechaza; con costas (art. 289, C.P.C.C.). En relación al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido a fs. 645/674, se hace lugar parcialmente al mismo, y se revoca la sentencia impugnada en lo concerniente a la tasa que declaró aplicable a partir del 1 de enero de 2002 respecto de los intereses adeudados, los que deberán liquidarse conforme la que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de depósito a treinta días, vigente en los distintos períodos de aplicación. Costas por su orden (art. 289, C.P.C.C.). Vuelvan los autos al tribunal de origen para que practique una nueva liquidación con arreglo a lo que aquí se ha resuelto.

Regístrese y notifíquese.


HILDA KOGAN


EDUARDO JULIO PETTIGIANI
HECTOR NEGRI


EDUARDO NESTOR DE LAZZARI
LUIS ESTEBAN GENOUD
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